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MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

A - 009 

Procedimiento: Verbal  

Demandante: Carlos Mario de Jesús Vega Cuartas.    

Demandados: Impobe Alizz Group Corporation SAS en Reorganización   

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 012 2022 00252 01 

Procedencia: Juzgado Doce Civil del Circuito de Medellín  
Asunto: Confirma decisión apelada 

 

Medellín, treinta (30) de enero del dos mil veintitrés (2023) 

 

Procede la suscrita magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto, 

en subsidio al de reposición, por la parte demandante contra el auto proferido 

el 31 de octubre 2022 –asignado por reparto a este despacho el 16 de 

diciembre pasado-, por medio del cual se rechazó la demanda por caducidad 

de la acción.  

  

ANTECEDENTES 

El señor Carlos Mario Vega Cuartas, por conducto de apoderado judicial, 

presentó demanda pretendiendo la nulidad absoluta de las decisiones 

adoptadas en la asamblea extraordinaria de accionistas de la sociedad Impobe 

Alizz Group Corporation S.A.S. en Reorganización, vertidas en el acta 023 del 

20 de diciembre de 2018. En compendio, se afirmó que para la fecha en que 

se realizó dicha asamblea extraordinaria el señor Vega Cuartas fungía como 

representante legal de Impobe Alizz Group Corporation S.A.S. en 

Reorganización, pero la señora Dora Inés Yepes Correa, ex esposa y madre 

sus cuatro hijos, sin tener en cuenta los problemas emocionales y del 

comportamiento que lo llevaron a un tratamiento psiquiátrico, asumió el 

manejo de la empresa y convocó a la mencionada reunión sin estar legitimada 

para hacerlo. Se expresa que el único facultado para citar a la asamblea era 

el señor Vega Cuartas, conforme al No 2 del artículo 181 del C. de Co. Por 

consiguiente, se considera que las decisiones tomadas en dicha asamblea 
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adolecen de nulidad absoluta, como lo prescribe el artículo 1740 del Código 

Civil. 

 

DECISION APELADA 

El juzgado de origen, mediante auto del 31 de octubre de 2022, rechazó la 

demanda tras estimar que «las decisiones opugnadas se tomaron en la 

Asamblea de Accionistas celebrada el 23 de Diciembre de 2018, pese a lo cual 

el impugnante tan solo acudió a la jurisdicción, pretendiendo restarles 

eficacia, el 30 de junio de 2022, esto es, por fuera del periplo preclusivo, 

perentorio e improrrogable de 2 meses posteriores al que alude la disposición 

procedimental de orden público y obligatorio cumplimiento»  

 

DE LA IMPUGNACIÓN 

El apoderado de la parte demandante presentó recurso de reposición y, en 

subsidio, apelación, aduciendo que en ningún momento se ha pretendido la 

impugnación de algún acto de asamblea, sino la nulidad absoluta. De forma 

reiterativa afirmó: «el escrito de la demanda es muy claro su señoría que 

estoy solicitando es una nulidad absoluta, en ningún momento hago alusión 

a una impugnación ya que era conocedor de que no estaba en los términos 

para impugnar dicha acta ya que había caducidad de la misma y por ello 

solicite fue la nulidad absoluta de esta acta como lo sustente con base en los 

artículos de la ley 1306 de 2009 en sus artículos 1749, 1741, 1502. 1504 y en 

concordancia con el artículo1 de esta misma ley» (sic). 

 

En auto del 30 de noviembre de 2022, al proveerse sobre el recurso horizontal, 

el juzgado decidió mantener la decisión censurada, apoyado en que la nulidad 

absoluta de las decisiones de la asamblea o junta de socios se rige por las 

disposiciones contenidas en los artículos 181 y siguientes del C. de Co. 

Puntualmente, refirió que el canon 191 de dicha codificación permite a los 

administradores, revisores fiscales y los socios ausentes o disidentes impugnar 

las decisiones aludidas cuando no se ajusten a las prescripciones legales o a 

los estatutos, norma que, además, prescribe que la impugnación solo podrá 

ser intentada dentro del término de los dos meses siguientes a la fecha de la 

reunión, salvo que se trate de acuerdos o actos de la asamblea que requieran 

inscripción en el registro mercantil, en cuyo caso el término se contará a partir 

de la fecha de la inscripción. Siguiendo la línea normativa esbozada, concluyó 

que los actos atacados fueron registrados el 22 de enero de 2019 y, como 
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efecto de ello, a la fecha de presentación de la demanda ya se había superado 

el término de dos (2) meses para la configuración de la caducidad. 

 

CONSIDERACIONES 

Centrados en el tema que suscita la alzada, es preciso aludir que el ejercicio 

las acciones para cuestionar los actos de las asambleas o juntas de socios 

encuentra regulación entre los artículos 181 y 195 del Código de Comercio, 

(Capítulo VII, del Título I del Libro Segundo). En ese orden, debe distinguirse 

que al amparo de esa normatividad, las decisiones pueden ser ineficaces, 

nulas o inoponibles, según el artículo 190 del Estatuto Mercantil, a cuyo tenor 

literal: «Las decisiones tomadas en una reunión celebrada en contravención 

a lo prescrito en el artículo 186 serán ineficaces; las que se adopten sin el 

número de votos previstos en los estatutos o en las leyes, o excediendo los 

límites del contrato social, serán absolutamente nulas; y las que no tengan 

carácter general, conforme a lo previsto en el artículo 188, serán inoponibles 

a los socios ausentes o disidentes». (negrita fuera de texto) 

 

Seguidamente, el artículo 191 del mismo cuerpo normativo legitima a los 

administradores, revisores fiscales y socios ausentes o disidentes a 

impugnar las decisiones de la asamblea o de la junta de socios cuando no 

se ajusten a las prescripciones legales o a los estatutos, acción cuyo 

ejercicio es limitado en el tiempo, en tanto que «sólo podrá ser intentada 

dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la reunión en la cual 

sean adoptadas las decisiones, a menos que se trate de acuerdos o actos 

de la asamblea que deban ser inscritos en el registro mercantil, caso 

en el cual los dos meses se contarán a partir de la fecha de la inscripción.». 

Así pues, las decisiones colegiadas que se pretendan impugnar, bajo el 

supuesto de ser contrarias a la ley o a los estatutos, deberán ser cuestionadas 

dentro de los dos (2) meses siguientes a la reunión o a la inscripción en el 

registro que repose en la Cámara de Comercio respectiva, so pena de que, en 

armonía con el artículo 382 del CGP, opere la caducidad de la acción, norma 

que, en lo pertinente reza: 

 

«La demanda de impugnación de actos o decisiones de asambleas, 

juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo 

de personas jurídicas de derecho privado, solo podrá proponerse, so 

pena de caducidad, dentro de los dos (2) meses siguientes a la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr005.html#186
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr005.html#188
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fecha del acto respectivo y deberá dirigirse contra la entidad. 

Si se tratare de acuerdos o actos sujetos a registro, el término 

se contará desde la fecha de la inscripción.» (negrita fuera de texto 

original) 

 

 

Así, de observarse que en determinado caso el ejercicio de la acción 

impugnaticia se halla afectado por el fenecimiento del término de que trata el 

canon citado, el juez deberá, en cumplimiento del artículo 90 del CGP rechazar 

la demanda y ordenar la devolución de los anexos, ora por mandato del 

artículo 278 ibídem declararla mediante sentencia anticipada, total o parcial, 

si la advierte con posterioridad a la admisión de la demanda. Por cierto, 

memórese que los preceptos indicados son de orden público y de obligatorio 

cumplimiento, de conformidad con el artículo 13 del CGP, de suyo que en 

ningún caso puedan ser derogados, modificados o sustituidos por los 

funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley.  

 

Finalmente, es importante acotar que la caducidad está «ligada con el 

concepto de plazo extintivo en sus especies de perentorio e 

improrrogable; el que vencido la produce sin necesidad de actividad 

alguna ni del juez ni de la parte contraria… es de carácter perentorio, de 

orden público, no renunciable en consecuencia por los particulares y no 

susceptible de interrupción ni suspensión civil, como ocurre con la 

prescripción.  Se trata en este caso de un plazo prefijado por la ley para el ejercicio 

del derecho de acción, a cuyo vencimiento se produce fatalmente la decadencia del 

derecho a reclamar que se ponga en movimiento la actividad de la rama judicial del 

Estado para proveer, mediante sentencia, sobre esa pretensión y, precisamente por 

ello, la caducidad autoriza al funcionario judicial para rechazar de plano la 

demanda cuando de ella o sus anexos aparezca la extinción del ‘término 

de caducidad para instaurarla’ (art. 85, C.P.C.), doctrina reiterada entre otros, 

en fallos de 2 y 16 de agosto de 1972 (G.J., tomo CXXXIII, pág.84), 5 de abril de 

1973, 5 de diciembre de 1974, 29 de abril, 20 de junio y 4 de julio de 1975 y, 

recientemente, en sentencia No. 269 de 19 de julio de 1990 (Ordinario Rubiela de 

Jesús y Elsy de Jesús Parra contra Zoila de Jesús Londoño y otros)” (cas. civ. 

Sentencia de 22 de febrero de 1995, Exp. N° 4455).1 (negrita extra-texto) 

 

                                                 
1 Cfr. Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, sentencia del 28 de abril de 2011 (Rad: 41001-3103-

004-2005-00054-01 M.P. William Namén Vargas) 
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Del caso en concreto 

Con vista a los supuestos de hecho descritos en la demanda, que 

precisamente sustentan la nulidad absoluta incoada, refulge que la 

inconformidad del recurrente radica en que la señora Dora Inés Yepes Correa, 

señalada como ex esposa y madre de los hijos del demandante, Carlos Mario 

de Jesús Vega Cuartas, haya convocado a reunión extraordinaria de socios de 

Impobe Alizz Group Corporation SAS en Reorganización, sin ser quien estaría 

legitimada para hacerlo, pues, se indica, la mencionada convocatoria solo 

podía realizarla el señor Vega Cuartas, quien tenía la calidad de representante 

legal y administrador general de la sociedad. 

 

De cara a ese escenario fáctico, es claro que la discusión planteada en la 

demanda se reduce a determinar si las decisiones adoptadas por la asamblea 

extraordinaria de accionistas de la sociedad Impobe Alizz Group Corporation 

S.A.S. en Reorganización, descritas en el acta 023 del 20 de diciembre de 

2018, estuvieron precedidas de una convocatoria ajustada a las prescripciones 

legales, particularmente el numeral 1° del artículo 181 del C. de Co. Por ende, 

si el cuestionamiento a los actos de la asamblea es de orden legal, no existen 

elementos de juicio para considerar que el artículo 191 ibídem y los efectos 

que de él dimanan, sean inaplicables en este caso; por el contrario, todo 

apunta a que a él debe sujetarse el análisis de la caducidad de la acción que 

nos ocupa.  

 

Obsérvese que el reproche a los actos de la asamblea está vinculado con las 

normas que sustentan la convocatoria a la misma, es decir, es un debate 

sobre la observancia las prescripciones legales que imperan el procedimiento 

para la citación a la asamblea extraordinaria de socios. Por lo tanto, al margen 

de la calificación jurídica que haya dado el actor a sus pretensiones, al 

enmarcarlas como de nulidad absoluta según el artículo 1740 del Código Civil , 

lo cierto es que, sin duda, la caducidad de la acción debe estudiarse siguiendo 

las pautas descritas en el canon 191 antes citado, según el cual, se itera, 

quien pretenda cuestionar por vía jurisdiccional las decisiones de la asamblea 

o junta de socios, por estimarlas contrarias a la ley o los estatutos, solo podrá 

ejercer la acción respectiva dentro del término preindicado en la parte 

considerativa de este proveído. 
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En el acta 023 del 20 de diciembre de 2018 (archivo 04) se da cuenta, en el 

acápite destinado a la aprobación del orden día, que la asamblea 

extraordinaria de Impobe Alizz Group Corporation S.A.S. en Reorganización, 

decidió sobre la remoción y consecuente designación de los representantes 

legales principal y suplente, así como de la junta directiva de dicha sociedad. 

En tal sentido, esos actos por estar sujetos a registro2, de acuerdo al numeral 

9 del artículo 28 y el artículo 163 del C. de Co., respectivamente, conllevan a 

que el término de dos (2) meses para impugnar las referidas decisiones deba 

contabilizarse desde la fecha de su inscripción en el registro mercantil, en 

cuyo caso, es inexcusable acudir al certificado expedido por la Cámara de 

Comercio o el registro mercantil correspondiente, como quiera que a las voces 

del artículo 30 del Estatuto Comercial: «Toda inscripción se probará con 

certificado expedido por la respectiva cámara de comercio o mediante 

inspección judicial practicada en el registro mercantil.». 

 

Pues bien, en el expediente conformado para este asunto reposa el certificado 

de existencia y representación legal de la sociedad Impobe Alizz Group 

Corporation S.A.S. en Reorganización (archivo 9 C.1), el cual evidencia que 

las decisiones connotadas al acta 023 del 20 de diciembre de 2018, fueron 

registradas en la Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia el 22 de 

enero de 2019. En ese orden, sin mayores esfuerzos se advierte que el 

demandante, al haber presentado esta demanda el 30 de junio de 2022  

(Cuaderno 2), tardó en el ejercicio de la acción y permitió que los efectos del 

plazo extintivo inmanentes a la caducidad se estructuran. Por consiguiente, 

ningún descarrío puede atribuirse al juzgado de primer grado, porque al 

                                                 
2Cfr. https://www.camaramedellin.com.co/conoce-la-camara/preguntas-y-respuestas-

frecuentes/preguntas-frecuentes-registro-mercantil#undefined. 

El Artículo 28: Deberán inscribirse en el registro mercantil: … 9) La constitución, adiciones o reformas 

estatutarias y la liquidación de sociedades comerciales, así como la designación de representantes 

legales y liquidadores, y su remoción. Las compañías vigiladas por la Superintendencia de Sociedades 

deberán cumplir, además de la formalidad del registro, los requisitos previstos en las disposiciones 

legales que regulan dicha vigilancia, y 10) Los demás actos y documentos cuyo registro mercantil 

ordene la ley.». Por otro lado, el artículo 22 de la ley 222 de 1995 define como administradores al 

«representante legal, el liquidador, el factor, los miembros de juntas o consejos directivos y quienes 

de acuerdo con los estatutos ejerzan o detenten esas funciones.» y el artículo 163 del Código de 

Comercio determina que la «La designación o revocación de los administradores o de los revisores 

fiscales previstas en la ley o en el contrato social no se considerará como reforma, sino como 

desarrollo o ejecución del contrato, y no estará sujeta sino a simple registro en la cámara de comercio, 

mediante copias del acta o acuerdo en que conste la designación o la revocación. Las cámaras se 

abstendrán, no obstante, de hacer la inscripción de la designación o revocación cuando no se hayan 

observado respecto de las mismas las prescripciones de la ley o del contrato.».  
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encontrar constituida la caducidad de la acción aquel estaba habilitado a 

rechazar la demanda conforme lo instituye el artículo 90 del CGP. 

 

Colofón de lo expuesto, la suscrita magistrada  

 

RESUELVE 

 

CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. Sin condena en 

costas en esta instancia por no aparecer causadas. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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